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  INTRODUCCIÓN:


  ENSEÑAR Y APRENDER EN LA EDUCACIÓN SECUNDARIA




  Francisco Imbernón




  Coordinador




  Por diversos intereses políticos, económicos o sociales la historia de la enseñanza ha pasado por muchas vicisitudes y se ha visto más como una imposición que como una oportunidad de disfrutar con el aprendizaje de aquello que nos rodea. Hoy día, cuando el mundo se transforma vertiginosamente cada segundo, podemos decir que empezamos a conocer y a comprender muchas cosas, a ordenar esa porción de ignorancia educativa que se ha ido arrastrando durante siglos. No obstante, aún no somos capaces de sistematizar y entender otras porciones de conocimiento y todavía muchas permanecen en el lado oscuro de la ignorancia, al tiempo que aparecen nuevos retos. Pero, poco a poco, vamos avanzando, intentando hallar soluciones a problemas nuevos donde las soluciones viejas no funcionan. Los humanos somos seres complejos y complicados y, por tanto, la explicación y la comprensión de su educación y de su aprendizaje también lo son.




  Por todo ello, este libro pretende reflexionar sobre qué es ese proceso de enseñar y aprender en la educación secundaria y en qué contexto tiene lugar, con el fin de mejorarlo en un futuro basado en el cambio y en la incertidumbre. Pero no únicamente pretende describirlo o narrarlo, sino ver cómo se puede participar en la innovación de ese proceso de enseñanza y aprendizaje que se da con el alumnado para que él mismo sea capaz de mejorarse y de mejorar el entorno.




  Las circunstancias sociopolíticas, económicas y científicas ya no son las mismas que hace un siglo, cuando la educación de los adolescentes empezó a cambiar después de siglos de estatismo educativo (más bien instructivo). La educación del ciudadano y la ciudadana es diferente al de comienzos del siglo XX. El siglo XXI ya no será, como decía Ellen Key1 respecto al XX, el «siglo del niño». Esperemos que el siglo XXI sea el de la educación democrática para todos y de la superación de las desigualdades educativas. Pero, para ello, nos hemos de replantear qué tipo de enseñanza nos sirve y cuál no. Necesitamos una reconceptualización de la enseñanza institucionalizada, de la forma de entender la escolarización, la institución educativa y el oficio de enseñar. Y eso no lo puede hacer únicamente el profesorado sino que, al ser la educación patrimonio de la humanidad, lo ha de replantear con la comunidad, es decir, con todo aquello que envuelve la institución educativa.




  Es cierto que no podemos olvidar los cambios sufridos en el contexto social y, específicamente, en el alumnado de las aulas, que ya no es como el de hace unos decenios en lo que respecta a su forma de ser, de ver la realidad y de aprender. El alumnado siempre ha sido diferente, pero el cambio generacional era más lento; ahora se precipitan, en muy poco tiempo, cambios radicales entre estudiantes muy cercanos en edad.




  Ello obliga a analizar las nuevas demandas educativas y los nuevos problemas que han ido apareciendo en los últimos años. Son aspectos a los que, posiblemente, la institución educativa tenga que dedicarse con más ahínco, ya que otros ámbitos de conocimiento podrán aprenderse fuera de ella. Nos referimos a la educación en el contexto, la educación para el desarrollo humano sostenible, la educación emocional, la educación en valores y en ciudadanía responsable, la educación para la convivencia, para la paz, la educación para el desarrollo del pensamiento complejo y para la autoformación en la sociedad de la información y del conocimiento.




  Las nuevas formas de enseñar y aprender obligan a replantearse las funciones de la profesión educativa. Si nos detenemos en ello veremos que, a diferencia de otras épocas, el cambio se ha convertido en un paradigma. El cambio es constante y vertiginoso. Todo cambia, y no es tan fácil prepararse para asumir un proceso tan rápido: cambios que se dan en contextos multiculturales, multilingües y multiétnicos, cambios epistemológicos del conocimiento, cambios de las formas de enseñar y aprender, cambios tecnológicos. Todo ello comporta una nueva forma de ver la enseñanza y el aprendizaje del alumnado y, para ello, se han de reconstruir muchas cosas (formación, estructuras organizativas, metodología, situaciones laborales, nuevas profesiones, etc.). Quizá uno de los aspectos importantes que se han de desarrollar para poder entender toda esa complejidad consiste en potenciar en la profesión educativa una mayor capacidad de relación, de comunicación, de colaboración, de transmisión de las emociones y actitudes, para compartir con los colegas la problemática de «lo que pasa» y «lo que me pasa». Se trata de potenciar el trabajo colaborativo con los colegas y el trabajo cooperativo con el alumnado. Esa comunicación y el hecho de aprender con y de los compañeros de profesión debería ayudar a romper el aislamiento celular del profesorado en su aula, ya que provoca rutina y repercute en el aprendizaje del alumnado y en la experiencia del profesorado.




  Para favorecer el aprendizaje no necesitamos únicamente conocer teorías psicopedagógicas o técnicas metodológicas, sino implicarnos en la colaboración con otros profesionales. Es necesario interactuar y aprender con los iguales, aumentar la comunicación entre los docentes e incrementar la conciencia de que enseñar y aprender es complejo y que la enseñanza está imbuida de diversidad. Por ello, conocer las necesidades del alumnado y del contexto será fundamental para favorecer el desarrollo del aprendizaje.




  Este libro pretende tratar esos temas desde diversas ópticas.




  En el primer capítulo Antonio Viñao nos sitúa en una evolución histórica del sistema educativo español, del que destaca tres fases: emergencia, constitución y acabado o perfeccionamiento. Realiza una síntesis de estos estadios con especial atención a la evolución de la enseñanza secundaria; es decir, a aquella que se refiere a la educación de los jóvenes de uno y otro sexo desde los 11-12 hasta los 17-18 años.




  Posteriormente, Antonio Bolívar nos ubica en el «Contexto de la educación secundaria: estructura y organización», y nos permite conocer y analizar los elementos básicos del modelo organizativo de los centros de secundaria y su vinculación con el contexto político y administrativo, así como los planteamientos institucionales de los institutos de educación secundaria (IES), la organización de los recursos humanos, el marco normativo, las estructuras de participación de la comunidad educativa, las características y las formas de organización de los grupos clase en secundaria, y la organización de los recursos materiales y de sus relaciones con el entorno.




  Ello da pie a introducirnos dentro de los institutos de educación secundaria analizando, en primer lugar, «El currículo en la educación secundaria», estudio que desarrolla Alberto Revenga, docente con larga experiencia en las aulas. En este capítulo nos describe la organización curricular de la educación secundaria obligatoria (ESO) y del bachillerato, así como las opciones y los principios básicos del modelo curricular que sustentan la organización curricular (competencias básicas, objetivos, contenidos, optatividad, modalidades, etc.).




  Del currículo pasamos a analizar «Los procesos de interacción y comunicación en el aula y en el centro», capítulo a cargo de Francisco Imbernón. En él se estudian los procesos de interacción y comunicación en el aula y las estrategias de comunicación y colaboración entre los diferentes agentes de la comunidad educativa desde una perspectiva integrada para favorecer el trabajo en equipo. También se trata el aprendizaje cooperativo del alumnado y cómo crear las condiciones de aprendizaje.




  Seguramente, los centros de educación secundaria acumulan retos educativos superiores a los de cualquier otro tramo educativo, debido a un conjunto grande y diverso de factores. Los problemas sociales en las escuelas de educación secundaria están, o pueden estar, bien delimitados, comprenderse de forma razonablemente idónea y ser abordados con cierta garantía de éxito. No es lo mismo un conflicto interpersonal entre iguales que un fenómeno de violencia, disruptividad o bullying. Es necesario incrementar el conocimiento y la destreza en la gestión de la convivencia al tiempo que se clarifica la naturaleza diferencial de los problemas sociales que afectan estas comunidades de convivencia y aprendizaje. El capítulo «Abordando la conflictividad social en el instituto de educación secundaria», de Rosario Ortega, Rosario Del Rey y Francisco Córdoba, trata de abordar de forma comprensiva y rigurosa la delimitación de los problemas, la organización de políticas preventivas y el establecimiento de vías de intervención paliativa y directa cuando ello sea necesario. Merecen atención especial los nuevos fenómenos de «ciberacoso» (cyberbullying) y violencia de pareja (dating violence), como riesgos emergentes y menos conocidos.




  Pero no podíamos olvidar las competencias emocionales en la educación secundaria, los espacios de aprendizaje, con especial atención a la educación emocional. Alba Reñé nos plantea programas de desarrollo personal y social centrados en los procesos de toma de decisiones o bien de resolución de conflictos, a partir de un análisis reflexivo de la situación, teniendo en cuenta la dimensión emocional. Destacamos en este capítulo las situaciones didácticas concretas de aula, atendiendo a todos los elementos emocionales.




  José Escaño nos introduce en un tema imprescindible en este libro, «La labor tutorial en la educación secundaria». Todo profesor y profesora de educación secundaria necesita conocer las bases fundamentales de la tutoría y la orientación (concepción y práctica), así como aplicar el conocimiento de las diferentes funciones, áreas, modelos, estrategias y recursos para llevar a cabo la actividad de intervención educativa y para valorar su implicación en la práctica.




  Es importante planificar, implementar y evaluar estrategias de acción tutorial y orientación, adaptadas al alumnado y a las familias, con la finalidad de mejorar el desarrollo y el progreso personal y profesional, así como facilitar la continuidad de la vida académica y/o la transición a la vida laboral.




  Todo ello nos permitirá elaborar planes individuales de atención educativa y tutorial, y proponer y concretar estrategias de acción tutorial y orientación.




  La etapa de la educación secundaria es fundamental para desarrollar la formación en valores y la formación ciudadana, y a este tema se dedica el capítulo escrito por Juan Bautista Martínez. En él el autor realiza propuestas educativas respetuosas con los principios de equidad y de igualdad de derechos y de oportunidades entre hombres y mujeres –la formación ciudadana–, propuestas vinculadas al respeto y a la consecución de los derechos humanos fundamentales que faciliten la vida en sociedad, la toma de decisiones y la construcción de un futuro sostenible, para obtener, en definitiva, una ciudadanía activa y responsable y garante de los derechos humanos.




  El círculo se cierra volviendo a la institución educativa en su conjunto en el capítulo de Serafín Antúnez sobre «El proyecto educativo en la enseñanza secundaria». En él se conocerán las características del mismo y su necesidad en una institución de educación secundaria.
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  1. Ellen Karolina Sofia Key (1849-1926). Feminista y sufragista sueca que escribió sobre una gran variedad de temas, especialmente sobre vida familiar, ética y educación. Su libro más importante fue El siglo de los niños, de 1900 (Key, 1945).




  1. EL SISTEMA EDUCATIVO ESPAÑOL: EVOLUCIÓN HISTÓRICA




  

    CONTENIDO DE CAPÍTULO




    • Los sistemas educativos




    • Los orígenes del sistema educativo español: el intento fallido del liberalismo gaditano (1812-1814 y 1820-1823)




    • La formación del sistema educativo español (1834-1857)




    • La Ley General de Educación (LGE) de 1970 y la ruptura del sistema dual




    • Una nueva reforma estructural: la Ley de Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE) de 1990




    • El gobierno y la gestión del sistema educativo




    • Unas breves conclusiones


  




  Antonio Viñao




  Universidad de Murcia




  Los sistemas educativos, tal y como hoy los conocemos, son el resultado de una evolución en el tiempo que, al menos en Occidente, tiene sus orígenes en las primeras décadas del siglo XIX, aunque en algunos países europeos puedan hallarse antecedentes de dicha génesis en el siglo precedente. En el proceso de configuración o sistematización de un determinado sistema educativo se aprecian tres fases: emergencia, constitución y acabado o perfeccionamiento en su forma actual (Müller, 1992, p. 40). En el caso español, la primera de ellas –aunque se tratara de un intento fallido– tuvo lugar con la primera revolución liberal, en los períodos constitucionales de 1812-1814 y 1820-1823. La segunda se produjo con la implantación del régimen liberal entre 1834 (creación de las comisiones provinciales de instrucción primaria) y 1857 (Ley Moyano). La tercera tuvo lugar a partir de la Ley General de Educación de 1970, aunque pueden señalarse precedentes de esta fase en el primer tercio del siglo XX o en la década de 1960.




  El presente capítulo constituye un intento de síntesis de estas tres fases con especial atención a la evolución de la enseñanza secundaria; es decir, a aquella que se refiere a la educación de los jóvenes de uno y otro sexo desde la edad de 11-12 años hasta la de 17-18 años. No obstante, previamente parece necesario indicar de qué hablamos cuando utilizamos la expresión sistema educativo y cuáles son sus características, los factores que han condicionado su configuración y sus tendencias o fuerzas internas.




  Los sistemas educativos




  En la España del Antiguo Régimen, en los años finales del siglo XVIII y primeros del XIX, existían, por supuesto, escuelas de primeras letras para niños, escuelas para niñas, universidades, instituciones de enseñanza profesional y técnica y, en lo que después sería la segunda enseñanza, escuelas de latinidad y gramática y colegios a cargo, en general, de órdenes y congregaciones religiosas o de clérigos. Difícilmente, sin embargo, podía hablarse de un sistema educativo. Más bien se trataba, como en otros países de su entorno, de un conjunto de instituciones educativas organizadas «por separado (…), aisladas unas de otras por completo y sin compartir ningún objetivo común», no de un sistema en el que «las diversas formas escolares o instituciones educativas» se conectaran entre sí como «partes interrelacionadas» con unas «funciones definidas» (Müller, 1992, pp. 38-39). El comienzo de los procesos de reorganización, conexión e interrelación entre esas diversas formas escolares y las instituciones educativas existentes, producido en diversos países occidentales –entre ellos España– en dichos años, constituiría la génesis de los sistemas educativos (Ossenbach, 2002, p. 34).




  Los sistemas educativos nacionales se formaron, pues, mediante la existencia de una red o conjunto de instituciones educativas de educación formal:




  

    • Relacionadas entre sí y diferenciadas mediante una estructura formada por niveles, etapas o ciclos y cursos.




    • Reguladas, gestionadas y supervisadas, al menos en parte, por agencias y agentes públicos.




    • Costeadas, también al menos en parte, por alguna o algunas de las administraciones públicas.




    • A cargo de profesores formados, seleccionados o supervisados por dichos agentes y retribuidos, en todo o en parte, con cargo a un presupuesto público.




    • Que expiden unas certificaciones o credenciales reguladas, en cuanto a su valor formal y expedición, por los poderes públicos.


  




  La génesis, configuración y evolución de los sistemas educativos nacionales han estado condicionadas por una serie de factores políticos, históricos y sociales. Ello explica la diversidad existente en el grado de centralización o descentralización de su gestión, en el peso de la red privada o pública de centros docentes, en sus estructuras, formas y extensión de la escolarización o en los modos de formación y selección de sus profesores, entre otros aspectos. Uno de los factores que ha determinado las diferencias entre los sistemas educativos ha sido el de la formación de los Estados nacionales y, relacionado con el mismo, el peso y el papel desempeñados por los poderes públicos en cada uno de dichos sistemas.




  La configuración de los sistemas educativos nacionales generó una serie de procesos y de tendencias o fuerzas internas (Viñao, 2002, pp. 44-69):




  

    • Entre los procesos, destacan los de inclusión/exclusión y de segmentación.




    • Entre las fuerzas internas se distinguen la presión propedéutica de los niveles superiores sobre los inferiores, la existencia de instituciones modelo y la formación de culturas y estructuras académico-escolares.


  




  Por inclusión se entiende el índice de acceso, por una población dada, a un determinado nivel, ciclo, etapa, curso o modalidad de enseñanza. La exclusión es el reverso: la falta de acceso de una determinada parte de la población, por cualquier causa, a un nivel, ciclo, etapa, curso o modalidad de enseñanza. La progresividad de un sistema mide el grado en el que el porcentaje de estudiantes de un grupo social determinado en un nivel, ciclo, etapa, curso o modalidad de enseñanza se corresponde o aleja, en más o en menos, del porcentaje que representan socialmente.




  La extensión de la escolarización y, por tanto, del proceso de inclusión origina la progresiva segmentación de los sistemas educativos: una segmentación vertical, o graduación, en diferentes niveles, ciclos, etapas y cursos, con las consiguientes acreditaciones finales y el establecimiento de pruebas de promoción o acceso; y una segmentación horizontal mediante itinerarios, ramas o modalidades paralelas de enseñanza para la población infantil o juvenil de la misma edad. La segmentación vertical sería, a su vez, el origen de una clara presión propedéutica de los niveles, etapas, ciclos o cursos superiores sobre los inferiores, una presión que, por lo que a la enseñanza secundaria se refiere, se ejercería desde la Universidad de la que nacería como un apéndice destinado a formar a quienes a ella accedieran. Por su parte, la segmentación horizontal en dicho nivel educativo ofrecería modalidades diversas en las que sería posible la coexistencia, según los momentos y países, de:




  

    • Una enseñanza primaria superior para la población de 10 a 13-14 años.




    • Una segunda enseñanza desde los 9-10 años hasta los 17-18 años.




    • Una formación profesional desde los 12-13 años hasta los 17-18 años.




    • Ciertas modalidades de enseñanza de grado medio (peritajes, magisterio, etc.) desde la edad de 14-15 años hasta la de 17-18 años.


  




  Los orígenes del sistema educativo español: el intento fallido del liberalismo gaditano (1812-1814 y 1820-1823)




  Como se ha indicado, el conjunto de instituciones educativas existentes en España en los años finales del Antiguo Régimen ofrecía un bajo nivel de sistematización a causa, sobre todo, de la ausencia tanto de un poder central y único de regulación como de la idea de que la educación era un asunto de interés nacional que requería la intervención del Estado. El peso e influencia de la Iglesia católica constituía, en todo caso, el único factor que proporcionaba cierta uniformidad al conjunto. Aunque puede señalarse la existencia, en los años finales del siglo XVIII, de escritos en los que se propugnaba la necesidad de una reforma general de la enseñanza de carácter centralizador, uniforme y sistemático, el hecho es que sólo la invasión napoleónica y el inicio de la Guerra de la Independencia (1808-1814) hicieron posible, gracias al vacío de poder creado, la formulación de un nuevo régimen político y, con él, de un sistema educativo de nueva planta, «una reforma radical y entera» como se sugería en el Informe Quintana de 1813, que fue el texto que dio origen al Proyecto de Decreto para el Arreglo General de la Enseñanza Pública de 1814 y, años más tarde, a la primera ley general del sistema educativo español, el Reglamento General de Instrucción Pública de 1821.




  En dichos textos se afirmaba que la instrucción debía ser universal, completa y lo más igual posible, y que la enseñanza costeada por el Estado sería uniforme, pública (en el sentido de estar abierta a todo el que deseara asistir a las aulas) y gratuita. Se declaraba la libertad de enseñar y aprender, y se estructuraba el nuevo sistema educativo en tres niveles, de acuerdo con la teoría de los tres círculos: uno de vocación universal e inclusiva, el de la enseñanza primaria; otro algo menos inclusivo, el de la segunda enseñanza, y por último, el de la enseñanza superior, todavía más restringido. Entre la enseñanza primaria y la universitaria, que ya existían con anterioridad, emergía un nivel educativo con entidad propia: la segunda enseñanza, un nuevo nivel con un triple objetivo: propedéutico (formar con vistas a seguir estudios universitarios), cultural (enseñar aquellas materias que constituyen «la ilustración general de una nación civilizada») y profesional (preparar a quienes fueran a dedicarse «a las artes, al comercio y a otras profesiones útiles»). Su plan de estudios se estructuraba en tres grandes áreas de conocimiento: Ciencias matemáticas y físicas, Literatura y artes, y Ciencias morales y políticas. Por último, de acuerdo con la idea de que la soberanía política residía en la Nación (con mayúscula), tal y como se manifestaba en la Constitución de Cádiz de 1812, se establecía que la educación no dependería del Gobierno o ministro correspondiente, sino de las Cortes, que, a su vez, designarían a los miembros del órgano colegiado encargado de regirla, la Dirección General de Estudios, entre destacadas personalidades del mundo de la cultura, la educación y la ciencia. En síntesis, lo que se pretendía era configurar un sistema educativo nacional (Puelles, 2007, pp. 30-38).




  La vuelta al absolutismo en 1814 y en 1823, tras la breve experiencia constitucional iniciada en 1820, con la anulación de todas las disposiciones aprobadas por las Cortes, supuso el retorno a la situación anterior. Habría que esperar a la muerte de Fernando VII en 1833, para que llegaran al poder los reformistas y liberales, moderados o progresistas, se planteara la necesidad de crear un nuevo sistema educativo al servicio del régimen político, y se sentaran las bases administrativas, económicas y legales del mismo, pero, como se verá, con algunos cambios relevantes en relación con las propuestas del primer liberalismo.




  La formación del sistema educativo español (1834-1857)




  Suele afirmarse que la Ley de Instrucción Pública de 1857, conocida como Ley Moyano, fue la que configuró el sistema educativo español. En realidad, consolidó legalmente un proceso iniciado en 1834 y reforzado por el nuevo régimen liberal, entre 1836 (Plan del Duque de Rivas) y 1845 (Plan Pidal), es decir, dio fuerza de ley a lo que diferentes gobiernos habían creado antes por vía de hecho o de decreto.




  En lo que se refiere al gobierno y gestión del sistema educativo, los hitos fueron la creación, en 1834, de las comisiones provinciales de instrucción primaria, como órganos periféricos de la administración central; y, en 1843, la constitución de la Sección de Instrucción Pública en el Ministerio de Fomento (Dirección General de Instrucción Pública en 1845, el organismo antecesor del Ministerio del ramo creado en 1900). De este modo, la idea inicial de un sistema educativo nacional fue sustituida por la de un sistema educativo estatal, siguiendo el modelo napoleónico francés. De la misma forma, se abandonaron el principio de gratuidad; el de la universalidad de la primera enseñanza; el de la libertad de enseñanza, entendida como no exigencia de autorización previa para la creación de centros privados, y el objetivo profesionalizador de la segunda enseñanza. Como órgano de difusión, no sólo de la legislación estatal sino también de las ideas y proyectos gubernamentales en materia de educación, apareció el Boletín Oficial de Instrucción Pública en 1841. Y, con el fin de recabar información sobre el estado de la educación en España, así como de supervisar hasta qué punto las disposiciones ministeriales eran o no cumplimentadas, se creó el cuerpo de inspectores de enseñanza primaria en 1849; además, se estableció un procedimiento estable para la elaboración de estadísticas educativas a partir de 1846. Por otra parte, si bien el Gobierno central se reservaba la regulación y el control de todo el sistema, su financiación y sostenimiento se repartía, por lo que se asignaba:




  

    • La enseñanza primaria, a los municipios (lo que significaba que el Estado se desentendía de ella).




    • La segunda enseñanza, a las diputaciones provinciales.




    • La enseñanza universitaria y las escuelas superiores especiales, al Estado.


  




  De hecho, hubo que esperar a 1887 para que la segunda enseñanza figurara en los presupuestos estatales y a 1902 para que el Estado se hiciera cargo del pago de haberes al magisterio primario.




  La nueva estructura del sistema educativo fue conformándose gradualmente. El primer instituto de segunda enseñanza, el de Palma de Mallorca, se creó en 1835 y tras él aparecieron otros en las capitales de provincia y poblaciones importantes, en especial tras la aprobación –bajo los principios de centralización, uniformidad y secularización– del Plan Pidal de 1845. La primera escuela normal de maestros –a la que seguirían otras, establecidas, asimismo, en las capitales de provincia– se creó en 1839, y la de maestras, en 1856; la primera escuela de párvulos, en 1838; las de adultos, en los primeros años de la década de 1840; y las escuelas técnicas superiores de ingeniería, entre 1834 y 1850. En todo caso, la segunda enseñanza –y con ella los institutos– fue el nivel educativo cuya creación estuvo más estrechamente ligada al nuevo régimen liberal. Definida en los sucesivos planes de estudio como aquella enseñanza reservada a las clases «medias», «acomodadas» o «dirigentes», y concebida como una antesala de la educación universitaria –aunque no todos los que la cursaban se dirigieran después hacia los estudios superiores–, conoció cierto desarrollo en los años centrales del siglo XIX hasta definirse, desde un punto de vista curricular, como una formación de carácter ecléctico entre una concepción humanista, clásica y teórica, y otra de índole más científico-técnica.




  El sistema educativo, que requería gobierno y gestión, necesitaba recursos materiales y financieros. Una parte de ellos se obtuvo de la venta de los edificios y rentas procedentes de la supresión de las órdenes y congregaciones religiosas, acordada en 1836, así como la desamortización de sus bienes. Algunos de dichos bienes fueron sustraídos del régimen general de venta en subasta a particulares y destinados, entre otros fines públicos, a albergar y financiar, parcialmente, los institutos de segunda enseñanza y las escuelas normales de maestros. No obstante, la insuficiencia de los recursos financieros sería un rasgo característico de la hacienda estatal decimonónica, así como la escasa atención prestada a la educación en los presupuestos estatales.




  Quedaba, por último, establecer las bases legales que dieran estabilidad al nuevo sistema educativo. Los planes de estudio de la segunda enseñanza y la universitaria se sucedieron uno tras otro (1836, 1845, 1847, 1850, 1852), así como los proyectos no aprobados (1841, 1855) o las disposiciones provisionales sobre aspectos concretos. Era necesario dar estabilidad legal a toda esta serie de reformas más o menos conectadas. Por lo que a la enseñanza primaria se refiere, dicha estabilidad se alcanzó con la aprobación de la Ley Someruelos de 1838. El resto de las enseñanzas (secundaria, universitaria, así como los estudios llamados «especiales») fue objeto de una serie de proyectos de ley no aprobados o de planes de estudio aprobados mediante decretos, que eran modificados de inmediato por otros gobiernos. Dicha estabilidad legal tuvo que esperar, al menos formalmente, a la promulgación, en 1857, de la ya mencionada Ley Moyano de Instrucción Pública, una ley que se limitaba a recoger lo esencial de las reformas introducidas por vía de hecho en los años precedentes, y que fue aprobada en una época de predominio político de gobiernos conservadores o neocatólicos cuando ya se había debilitado el impulso reformador de las dos décadas anteriores.




  Desde un punto de vista estructural, el sistema educativo configurado en los años centrales del siglo XIX fue un sistema dual, sin segmentación horizontal por lo que a la segunda enseñanza se refiere, y con una base inclusiva débil en la enseñanza primaria y sobredimensionada en las enseñanzas media y superior. Su naturaleza dual, con una enseñanza primaria separada, sin relación alguna, con la segunda enseñanza o bachillerato, que podía comenzar a los 9 o 10 años –nunca, por lo general, coincidían en una misma aula quienes sólo cursaban la primera enseñanza y quienes después iban a seguir estudios de bachillerato–, no lo diferenciaba de los sistemas educativos de otros países europeos. La ausencia de segmentación horizontal en la segunda enseñanza sí fue, por el contrario, un signo distintivo frente a los sistemas de otros países, como Francia o Alemania, que desde mediados del siglo XIX habían creado, junto al bachillerato clásico, una segunda enseñanza técnica o moderna. También constituyó un hecho diferencial, desde un punto de vista comparativo, la debilidad inclusiva de la escuela primaria y el excesivo desarrollo cuantitativo de las enseñanzas media y superior. El desinterés del Estado por la primera enseñanza y su entrega a corporaciones municipales, con haciendas deficitarias y escasa preocupación por la misma, tuvo su reflejo tanto en los niveles de escolarización como en la práctica inexistencia de una enseñanza primaria superior merecedora del tal nombre. Sí es cierto que, gracias a las reformas de los gobiernos liberales de mediados del siglo XIX, el porcentaje de escolarización de la población de 6-13 años, que se había mantenido estancado en torno al 23% desde finales del siglo XVIII –con notables diferencias entre niños y niñas–, se incrementó en dichas décadas hasta alcanzar el 40% en 1855; también es destacable que a comienzos del siglo xx dicho porcentaje no superaba el 51%, y que la escolarización se llevaba a cabo en aulas de un solo maestro o maestra con un elevado número de estudiantes de todas las edades escolarizables, y altas tasas de inasistencia o asistencia irregular. Por todo ello, nada tiene de extraño que, al comenzar el siglo xx, el país ofreciera una tasa de analfabetismo del 56% de la población de más de 10 años, en abierto contraste con los porcentajes de entre el 10 y el 30% de los países norte y centroeuropeos. En las educaciones secundaria y superior la situación era, sin embargo, contrapuesta:




  

    Hasta bien entrado el siglo xx, el número de estudiantes de enseñanza secundaria por cada 1.000 alumnos de primaria se sitúa en torno a los 20 en España, mientras que permanece en torno a los 15 en Francia y no sobrepasa los 5 en Italia. (…) El sistema escolar español era un sistema sobredimensionado en los niveles superiores e infradotado en los inferiores. (Núñez, 1992, p. 295)


  




  En síntesis, las clases acomodadas o dirigentes del régimen liberal pusieron el sistema educativo al servicio de sus intereses más inmediatos, sobre todo en la segunda mitad del siglo XIX, renunciando a configurar un sistema educativo nacional en el que el Estado ocupara un lugar preeminente. En comparación con el modelo centralizado francés al que pretendía imitar, el Estado español ofreció una clara imagen de debilidad que afectó tanto al proceso nacionalizador –es decir, a la conformación del nacionalismo español frente a otros nacionalismos periféricos–como a la utilización de la educación con esta finalidad. De hecho, los gastos estatales en educación no significaron más allá del 1 o 2% de los presupuestos estatales entre 1850 y 1900, y se incrementaron del 4 al 6%, entre 1902 y 1936 a causa de la asunción por el Estado del pago de los haberes del magisterio primario. Por el contrario, los gastos en defensa y seguridad entre 1850 y 1936 oscilaban entre un 18 y un 50%; por su parte, la partida destinada a sufragar los gastos del culto y del clero tras el Concordato de 1851 con la Iglesia católica, fue siete u ocho veces superior a la destinada a instrucción pública y, en algún caso, incluso cercana o similar a la invertida en obras públicas a lo largo de toda la segunda mitad del siglo XIX.




  La Ley General de Educación (LGE) de 1970 y la ruptura del sistema dual




  La dualidad o estricta separación entre la primera y la segunda enseñanza no se rompió hasta la LGE de 1970. No obstante, con anterioridad se habían producido una serie de cambios en el sistema educativo que, en cierto modo, prepararon dicha reforma estructural. El primero de ellos fue la introducción, en 1898, en la enseñanza primaria de la escuela graduada o escuela-colegio, primero a modo de ensayo y después de manera gradual, a lo largo de unos 70 años y no sin resistencias. Así, se introdujo la escuela de varios maestros, con los niños clasificados en grados o cursos y separados en aulas diferentes, un currículo asimismo graduado por cursos y con la nueva figura profesional de la dirección escolar (Viñao, 2003). Este nuevo modelo de organización escolar implicaba cierta «secundarización» de la enseñanza primaria y, con ella, ya en la década de 1960, la generalización oficial de la noción de curso y de las pruebas o exámenes de promoción de curso, el establecimiento de un título oficial tras su finalización –el certificado de estudios primarios– y la progresiva prolongación de la escolaridad hasta los 12-13 años de edad de buena parte de quienes sólo cursaban este nivel educativo. Además, su implantación trajo consigo, ya desde los inicios, la aparición en las escuelas de aulas específicas para los alumnos «retrasados, torpes, lentos, problemáticos o ligeramente deficientes».




  Por otra parte, en 1970, el bachillerato había dejado de ser la única enseñanza secundaria existente. En el tramo de edad de los 10 a los 17 años habían surgido otras modalidades de educación secundaria; de esta manera se inició su segmentación horizontal La primera de ellas, el bachillerato laboral o técnico, creado en 1949, gozó de baja aceptación social, por lo que fue suprimido en 1967. La segunda modalidad la constituyeron los tres períodos formativos de los 12 a los 19 años –preaprendizaje, oficialía y maestría– establecidos por la Ley de Formación Profesional Industrial de 1955, con sus correspondientes titulaciones académicas al finalizar los dos últimos.




  Otro de los cambios que debe tenerse en cuenta, acaecidos entre la Ley Moyano de 1857 y la LGE de 1970, afectaba al carácter inclusivo/exclusivo de la segunda enseñanza y de los estudios universitarios. Nos referimos a la admisión de las mujeres como alumnas oficiales, aprobada en 1910. Tanto los institutos de segunda enseñanza como las universidades eran, con anterioridad, espacios sociales masculinos. En el último cuarto del siglo XIX algunas familias intentaron matricular a sus hijas en el bachillerato. Planteada la cuestión, se acordó admitir su ingreso, por no haber disposición que lo prohibiera, pero como alumnas no asistentes. Suprimida dicha limitación en 1910, las alumnas representaban ya en los años de la Segunda República el 31% del total del alumnado de bachillerato, aunque la paridad porcentual entre ambos sexos no se alcanzó hasta el curso 1976-1977.




  En el análisis del proceso de inclusión, es decir, de extensión de la escolarización, hay que distinguir entre la legislación y la realidad. La Ley Moyano de 1857 estableció la escolaridad obligatoria de los 6 a los 9 años de edad, ambos inclusive. La obligatoriedad legal extendida hasta los 12 años en 1901; hasta los 14, en 1923 y por la LGE de 1970 hasta los 15-16 años (hasta los 13-14 en la educación general básica y hasta los 15-16 años en la formación profesional de primer grado para aquellos que no cursaban el bachillerato) no se correspondía con la realidad; la causa radicaba, sobre todo, en el trabajo infantil o adolescente en la casa, el campo, las fábricas o la calle. Hubo que esperar a comienzos de la década de 1980 para que se alcanzara la plena escolarización de toda la población de 6 a 13 años en España.




  La apertura desde la exclusión a la inclusión en el bachillerato se hizo ya visible en España durante los años de la Segunda República. No obstante, la Guerra Civil y la dura posguerra retrasaron esta tendencia expansiva durante algún tiempo. En la década de 1950 el número de alumnos de bachillerato se duplicó, y en la de 1960, se triplicó. Para hacer frente a esta demanda social, la Ley de Enseñanza Media de 1953 dividió el bachillerato en dos etapas con titulaciones diferenciadas: el elemental (a cuyo título se le abrían determinadas salidas profesionales) y el superior (que abría las puertas del curso preuniversitario). Además, al final de cada uno de ellos se establecía, como filtro selectivo, una reválida. Al mismo tiempo, tras dicha ley, se crearon nuevos institutos y centros de bachillerato elemental (secciones filiales, delegadas y colegios libres adoptados), así como el bachillerato radiofónico y los estudios nocturnos. Por otra parte, en 1965, se estableció, con escasa efectividad, la posibilidad de que quienes poseyeran el certificado de estudios primarios pudieran incorporarse al tercer curso de bachillerato tras superar un examen previo. En ningún momento se planteó, sin embargo, que la segunda enseñanza se configurara como una prolongación natural de la primera, tal y como repetidamente había propugnado y llevado a la práctica la Institución Libre de Enseñanza. Las consecuencias del mantenimiento del sistema dual con una segunda enseñanza muy selectiva estaban, a finales de la década de 1960, a la vista. La crisis del bachillerato tradicional, para unos pocos, y el tránsito hacia la educación secundaria para todos –un proceso de larga duración todavía inacabado– había comenzado, y ello hacía necesarias ciertas reformas estructurales. Por un lado, como se decía en 1969 en el Libro Blanco que diagnosticaba los males de la educación en España y lanzaba la reforma de 1970:




  

    (…) de cada 100 alumnos que iniciaron la enseñanza primaria en 1951, llegaron a ingresar 27 en la enseñanza media; aprobaron la reválida de bachillerato elemental, 18 y el bachillerato superior, 10; aprobaron el preuniversitario, cinco y culminaron sus estudios universitarios tres alumnos en 1967. (Ministerio de Educación y Ciencia, 1969, p. 24) Por otro lado, a finales de la década de 1960, la población de 14 años se distribuía, aproximadamente, del siguiente modo:


  




  

    • El 10% cursaba enseñanza primaria.




    • El 25% cursaba bachillerato.




    • El 5% cursaba formación profesional.




    • El 1% cursaba otros estudios de grado medio.




    • El 59% había abandonado el sistema educativo.


  




  La solución estructural adoptada por los reformadores de 1970 para hacer frente a dicha situación significó la ruptura del sistema dual mediante la creación de un nivel educativo obligatorio y común para todos: la educación general básica (EGB) de los 6 a los 13 años. Al término de la misma, el alumnado que hubiera obtenido el título de graduado escolar podía, si lo deseaba, matricularse en un bachillerato de tres cursos. Quienes no lo obtenían (entre un 20 y un 25%) estaban obligados a matricularse en la formación profesional de primer grado, de dos cursos de duración. Del mismo modo, al término de un bachillerato calificado de unificado y polivalente, se ofrecían dos vías al alumnado: el curso de orientación universitaria y la formación profesional de segundo grado.




  De nuevo, una cosa fueron las intenciones de los reformadores y lo que de dichas intenciones se recogió en la Ley de 1970 y otra, bien diferente, la realidad. Cada sistema educativo genera su propia lógica y dinámica interna, una lógica y una dinámica que se imponen a la voluntad de los reformadores y arbitristas que proponen soluciones, teóricamente, inmejorables. Un buen número de quienes terminaban la EGB (sobre el 25%) abandonaba el sistema educativo, algo legalmente no previsto. La formación profesional de primer grado y la de segundo grado se unieron para formar un itinerario o rama paralela al bachillerato, algo, asimismo, no deseado por quienes diseñaron la reforma. La segunda etapa de la EGB nunca llegó a estructurarse por áreas disciplinares con su profesorado específico, ni a configurarse desde el punto de vista curricular con vistas a la preparación de quienes iban a dirigirse hacia la formación profesional o, menos aún, de quienes abandonaban el sistema educativo. Y el bachillerato no fue nunca ni unificado ni polivalente. No fue unificado, porque, como acaba de comentarse, pasó a formar, junto con la formación profesional de primer y segundo grado, las enseñanzas medias, es decir, una modalidad más de la misma. Y no fue polivalente porque su plan de estudios, aprobado en 1975, fue pensado con la finalidad de preparar a los que iban a dirigirse a la Universidad, no a los que se suponía que iban a cursar la formación profesional de segundo grado.




  Una nueva reforma estructural: la Ley de Ordenación General del Sistema Educativo (LOGSE) de 1990




  En el intervalo de los 20 años transcurridos entre la LGE y la LOGSE, el sistema educativo español experimentó algunos cambios relevantes. El cambio relativo al gobierno y gestión del sistema educativo se comenta más adelante. En lo que a la estructura se refiere, uno de dichos cambios ampliaba hacia las edades más bajas el proceso de inclusión. En efecto, la LGE había reconocido, por primera vez en nuestro sistema educativo, la existencia de un primer nivel con entidad propia: la educación preescolar, con dos etapas: el jardín de la infancia para los niños de 2 y 3 años, y la escuela de párvulos para los de 4 y 5 años.




  Este reconocimiento legal y la demanda social de este tipo de educación propiciaron, a partir de la segunda mitad de la década de 1970, que se abriera el camino hacia la total escolarización de la población de 5, 4 y 3 años de edad, lo que se alcanzó a finales del siglo XX. Esta expansión de la escolarización fue reforzada en la LOGSE mediante el reconocimiento del carácter educativo de la hoy llamada educación infantil, desde los 0 hasta los 6 años de edad.




  Por otra parte, las disfunciones observadas en la aplicación de la LGE condujeron, ya a finales de la década de 1970, a plantearse la necesidad de buscar puentes entre el bachillerato y la formación profesional –para evitar, en lo posible, bifurcaciones segregadoras–, así como a establecer medidas que ayudaran a retener en el sistema educativo a ese 25-30% de adolescentes que lo abandonaban a los 13 o 14 años de edad. En el año 1987 el Gobierno lanzó una nueva reforma estructural y curricular. En el libro en el que se abría el debate para llevarla a cabo se indicaban cuáles eran, a juicio del ministerio, los cinco «nudos esenciales de la problemática educativa española». Uno de esos cinco «nudos» era lo que después se denominó educación infantil. Los otros cuatro se referían a la enseñanza secundaria (Ministerio de Educación y Ciencia, 1987, p. 11):




  

    • Las «dificultades curriculares» de la segunda etapa de la EGB.




    • La «pervivencia de una doble titulación» al final de la misma.




    • El «academicismo» del bachillerato, «su profunda desconexión con el entorno social, cultural y profesional», sus «elevadas tasas de abandono» y la «escasa entidad propia» del título de bachiller.




    • La «insuficiente valoración» de la formación profesional y «su escasa flexibilidad e inadaptación a las necesidades productivas».


  




  La solución estructural adoptada por la LOGSE en 1990 pretendió resolver dichos «nudos» planteando, a su vez, nuevas cuestiones y problemas. Extendió la escolaridad obligatoria y común (la denominada educación comprensiva) hasta los 16 años de edad, al tiempo que reducía la enseñanza primaria a seis cursos (de los 6 a los 11 años) y creaba un nuevo nivel educativo, la educación secundaria, en el que integraba enseñanzas tan diferenciadas como una etapa común y obligatoria (la ESO, con cuatro cursos, desde los 12 hasta los 16 años), un bachillerato posterior de dos cursos y los ciclos de grado medio de formación profesional. La ESO (que venía a sustituir a la segunda etapa de la EGB, a los dos primeros cursos del bachillerato y a la formación profesional de primer grado) ofrecía, de este modo, una naturaleza híbrida:




  

    • Su carácter común y obligatorio hacía de ella una prolongación natural de la enseñanza primaria.




    • Se impartía –al menos en la red de centros públicos– en los centros de enseñanza secundaria, junto con otras enseñanzas postobligatorias y por profesores con un tipo de formación diferente a la recibida por el magisterio primario.




    • Su estructura curricular, por áreas de conocimiento, se hallaba a medio camino entre la enseñanza primaria y el bachillerato (Viñao, 2004, pp. 113-114).


  




  La nueva estructura comprensiva hasta los 16 años planteaba el problema de cómo atender, sobre todo en la ESO, a la diversidad de intereses, capacidades, formación y trayectorias posteriores de una población social y culturalmente heterogénea, y en una sociedad con fuertes desigualdades educativas, sociales y culturales. Como es sabido, los problemas y dificultades de aplicación de la educación comprensiva se incrementan o disminuyen en función, respectivamente, del carácter más o menos social y culturalmente heterogéneo o desigual de la población. Para los promotores de la reforma de 1990, la solución se hallaba en las medidas de atención a la diversidad que debían ser puestas en práctica. Para los críticos de la reforma, había que implantar itinerarios diferenciados desde los 14 años de edad, bien especializando a los centros docentes en uno u otro de dichos itinerarios, bien a través de la oferta académica de cada centro docente, o, mejor aún, volviendo a la bifurcación entre el bachillerato y la formación profesional a los 14 o 15 años de edad.




  La cuestión de la educación comprensiva se complica todavía más en un sistema como el español, en el que existe una doble red de centros docentes, públicos y privados (ya se trate de centros concertados o de pago), en la que los primeros no pueden seleccionar al alumnado, aunque en ocasiones lo deseen, y los segundos sí pueden hacerlo cuando, como sucede generalmente, lo desean. La red privada –integrada por centros de muy diversa naturaleza y titularidad– escolariza aproximadamente al 35% (un porcentaje que en las grandes urbes se incrementa notablemente) del alumnado de educación infantil y escolaridad obligatoria y goza, además, de una clara tradición académica ligada, desde finales del siglo XIX y comienzos del XX, a la expansión de los colegios de órdenes y congregaciones religiosas. Una tradición reforzada durante el franquismo, y posteriormente, gracias a las subvenciones, conciertos y al apoyo, en ocasiones, de los poderes públicos.




  Esta circunstancia, unida a la integración en las aulas normales, desde 1983, de los alumnos con necesidades educativas especiales, y a la aparición de un nuevo fenómeno, el de la inmigración –de escasa relevancia en las décadas de 1980 y 1990–, explica la gran diferencia existente en el porcentaje de alumnos y alumnas con necesidades educativas especiales o procedentes de familias inmigrantes que asisten a los centros públicos o a los privados.




  El gobierno y la gestión del sistema educativo




  Como ya se indicó, el gobierno y la gestión del sistema educativo español se configuró en el siglo XIX de modo centralizado, aunque en su aplicación ofreciera, a diferencia del modelo francés al que pretendía seguir, claros signos de debilidad e ineficacia. Este modelo sólo fue modificado en dos ocasiones: durante el sexenio democrático (1868-1874), en especial en el proyecto de Constitución Federal de 1873 durante la Primera República, y en la Constitución de 1931 de la Segunda República. En esta última se preveía la existencia de regiones autónomas con un estatuto específico en las que, en síntesis, podían coexistir dos redes educativas, una regional y otra estatal, en aquellos casos en los que dicha región tuviera otra lengua oficial además de la castellana.




  La Constitución de 1978 estableció un nuevo modelo descentralizador basado en la existencia de 17 comunidades autónomas. El proceso de transferencia de servicios y competencias estatales a las mismas duró casi veinte años: iniciado en 1980 con Cataluña y el País Vasco, finalizó en 1999. El resultado final ha sido la casi total descentralización del gobierno y la gestión de la educación, transferidos a las comunidades autónomas, y una relativa descentralización en el ámbito de la política educativa que nos sitúa a medio camino entre el estado regional y el federal.




  Ello explica que los gastos en educación en los presupuestos estatales, que se habían incrementado del 4-7% en el período 1940-1964 hasta el 12-17% en los años 1965-1982, sólo supusieran, en 1995, el 3,7%, o que, recién entrados en el siglo XXI, el gasto público en educación en España se distribuya entre el 5% del Gobierno central, el 90% de las comunidades autónomas y el 5% de los ayuntamientos.




  Unas breves conclusiones




  El sistema educativo español se configuró, a mediados del siglo XIX, con una estructura dual, de gestión centralizada, asentada en tres niveles básicos: la escuela primaria, una segunda enseñanza de nueva creación y la Universidad. Al margen de estos tres niveles existían las enseñanzas especiales y técnicas de grado medio y superior y, de modo incipiente, las escuelas de párvulos y de adultos. Esta configuración se mantuvo estable gracias, sobre todo, a la debilidad de los procesos de escolarización –y, en consecuencia, de alfabetización– y feminización. A partir de la década de 1960 se retomó el proceso de expansión de la escolarización, tanto en la población de edad inferior a 6 años como en la de edad superior a 10 años, iniciado en el primer tercio del siglo XX y paralizado por la Guerra Civil y el primer franquismo. El sistema educativo respondió a la inclusión de quienes antes estaban excluidos del mismo, extendiendo la segmentación vertical a la enseñanza primaria, haciéndola más selectiva en la segunda enseñanza y estableciendo la segmentación horizontal en esta última. Las reformas de 1970 y 1990 fueron dos intentos de romper dicha segmentación horizontal hasta los 13-14 años de edad, en el primer caso, y hasta los 16 años en el segundo, implantando formalmente, que no de hecho, un modelo de escuela común, obligatoria y comprensiva.




  De este modo, la segunda enseñanza o enseñanza media, que comenzó siendo a mediados del siglo XIX un espacio social restringido a un reducido porcentaje de los adolescentes y jóvenes (entre el 2 y el 4% de la población masculina de 10 a 17 años de edad), se ha transformado, a finales del siglo XX (junto con la enseñanza primaria superior, los primeros aprendizajes profesionales y el trabajo o la calle) en la enseñanza secundaria para todos. Los efectos de esta transformación, no finalizada, son claramente apreciables. Problemas o cuestiones tales como la extensión de la obligatoriedad escolar; la atención a la diversidad; la estructura de dicha educación secundaria; el currículo de la misma; los modos de enseñanza y evaluación; el paso desde la educación primaria hasta la secundaria, o la integración en este nivel educativo de los estudios profesionales con los más académicos son todavía objeto de debate, en especial en una sociedad con fuertes desigualdades sociales, educativas y culturales. En el fondo, la educación secundaria sigue teniendo el mismo problema que se detectaba, cuando nació, en el Informe Quintana de 1813: el de tener que atender a tres objetivos diferentes:




  

    • Preparar para los estudios universitarios.




    • Formar ciudadanos.




    • Proporcionar una formación profesional y técnica que abra las puertas del mundo laboral.


  




  Cómo combinarlos y atender a su consecución, sin segregar prematuramente a los alumnos y alumnas, sigue siendo, al comenzar el siglo XXI, una cuestión no resuelta.




  ACTIVIDAD




  




  Los cuadros 1 y 2 (véase p. 28) reflejan la estructura del sistema educativo español: la anterior a la LGE de 1970 configurada, en sus líneas básicas, en el siglo XIX, y la propuesta en el Libro Blanco, que planteaba la reforma de dicha estructura en el año 1969. En el cuadro 3 (véase p. 29) se comparan las dos estructuras vigentes en el curso 1999-2000: la de la LGE de 1970, que estaba por extinguirse en aquellas fechas, y la de la LOGSE (1990).




  A la luz de lo expuesto en este capítulo, compara y analiza dichos cuadros y determina diferencias y similitudes entre:




  

    • La estructura del sistema educativo anterior a la LGE de 1970 y la propuesta efectuada en 1969 en el Libro Blanco que lanzaba la reforma aprobada un año más tarde.
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